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Resumen
El objetivo de esta investigación es analizar la contradicción existente entre la Ley 1996 de 2019 y 
la Convención sobre Derechos de Personas con Discapacidad, en el aspecto de los términos proce-
sales establecidos en el proceso de adjudicación judicial de apoyos para el ejercicio de la capacidad 
jurídica de las personas mayores de edad con discapacidad; puesto que estos términos no se ajustan 
a lo que ordena la norma internacional, en el entendido de los plazos más cortos posibles para su 
debida aplicación. Teniendo en cuenta lo anterior, se resuelve el interrogante de cómo influye esta 
situación en la igualdad de las personas destinatarias del señalado proceso.
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Abstract
The objective of this research is to analyze the existing contradiction between Law 1996 of 2019 
and the Convention on the Rights of Persons with Disabilities, in the aspect of the procedural terms 
established in the process of judicial adjudication of support for the exercise of the legal capacity 
of adults with disabilities; since these terms do not conform to what the international standard 
mandates, in the understanding of the shortest possible terms for its due application. Taking into 
account the above, the question of how this situation influences the equality of the persons to 
whom the process is addressed is resolved.
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1.  Introducción
A continuación, se desarrollará la idea 
de la contradicción existente entre 
la Ley 1996 de 2019 y la Convención 
sobre Derechos de Personas con Dis-
capacidad, con respecto a los términos 
procesales establecidos para el proceso 
de adjudicación judicial de apoyos que 
consagra la norma colombiana para 
el ejercicio de la capacidad jurídica 
de las personas mayores de edad con 
discapacidad, y cómo influye esto en 
el derecho a la igualdad.
Estos términos no se ajustan a lo que 
indica la norma internacional, en lo 
referido a que las medidas relativas 
al ejercicio de la capacidad jurídica 
de las personas mayores de edad 
con discapacidad, en las cuales se 
incluyen los apoyos o salvaguardias, 
se aplicarán en los plazos más cortos 
posibles; dado que el proceso referido, 
que es una de las formas para acceder 
a esos apoyos, mantiene la estructura 
de los procedimientos de un verbal 
sumario, o de uno de jurisdicción vo-
luntaria (dependiendo de quién ejerza 
la acción), para lo cual se aplican los 
mismos términos legales que señala 
la Ley 1564 de 2012, que no hacen 
distinción alguna de flexibilización 
o recorte a favor de estos sujetos de 
derecho, teniendo en cuenta que son 
de especial protección estatal, y que 
existe una disposición superior que 
así lo estipula.
El Estado colombiano, legal, juris-
prudencial, constitucional y conven-
cionalmente, tiene la obligación de 
adoptar medidas especiales a favor 
de las personas con discapacidad 
para que la igualdad sea real y efec-
tiva. Así lo señalan también diversos 
autores nacionales e internacionales, 
que sugieren cuestiones como las 
acciones afirmativas o los ajustes 
o adecuaciones razonables en las 
practicas jurídicas a favor de estos 
grupos poblacionales para que pue-
dan ejercer sus derechos y libertades 
en un plano de equidad.
Por ello, se responderá, a partir de 
la situación planteada, a la pregunta 
sobre cómo influyen los términos pro-
cesales para la igualdad en el proceso 
de adjudicación judicial de apoyos, a la 
luz de la Convención sobre Derechos 
de Personas con Discapacidad.
Lo anterior, teniendo en cuenta que 
la disposición supranacional busca 
fines supremos de la igualdad en el 
ejercicio de la capacidad jurídica de los 
discapacitados, y dota así de ciertos 
mecanismos imperativos a los Estados 
para que adecúen su legislación a favor 
de este grupo poblacional; sin embargo, 
esto no se evidencia en la Ley 1996 
de 2019, en lo referido a los términos 
legales del proceso de adjudicación 
judicial de apoyos, como se había men-
cionado. Asimismo, la producción 
jurisprudencial sobre este aspecto 
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es escasa, dada la novedad de la Ley, 
y aún no se tocan temas referentes a 
los términos legales incorporados en 
el proceso mencionado; no obstante, 
la expresión judicial sí manifiesta la 
necesaria introducción de criterios 
de igualdad con respecto al ejercicio 
libre de derechos y capacidades de 
las personas mayores de edad con 
discapacidad.
1.1. Metodología
Se utilizó el análisis crítico para la 
revisión de los referentes normativos 
pertinentes, y se pudo observar en 
ellos estructuras de derecho, a partir 
de ejes temáticos que respondían a 
ciertas preguntas orientadoras. Ade-
más, se examinaron diferentes ante-
cedentes investigativos relacionados 
con el objeto de estudio, que ayudarán 
a resolver el interrogante planteado.
Con base en todo lo expuesto ante-
riormente, se analizaron los términos 
procesales para la igualdad dentro 
del proceso de adjudicación judicial 
de apoyos, a la luz de la Convención 
sobre Derechos de Personas con Dis-
capacidad.
2.  Resultados
El Estado colombiano ratificó, desde el 
30 de marzo de 2007, la Convención 
sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, promulgada por la 
Organización de las Naciones Unidas, 
en 2006; por lo cual sus disposicio-
nes integran el llamado bloque de 
constitucionalidad y, por tanto, son 
vinculantes en el ordenamiento ju-
rídico colombiano.
Esta Convención dispone una serie 
de garantías y exigencias legítimas 
de esa población; los Estados que la 
ratifiquen adquieren la condición 
de garantes de aquellas, y su cum-
plimiento debe ser irrestricto. En 
relación con lo anterior, establece, 
entre otras cuestiones, en su artí-
culo 12, numeral 4, que los Estados 
Parte asegurarán que, en todas las 
medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad, se proporcionen 
salvaguardias adecuadas y efectivas. 
Estas garantizarán que las medidas 
relativas al ejercicio de la capacidad 
jurídica respeten los derechos, la 
voluntad y las preferencias de los 
miembros de esta comunidad; y que 
aquellas se apliquen en el plazo más 
corto posible.
De acuerdo con ello, el Estado co-
lombiano promulgó la Ley 1996 de 
2019, que establece, en su artículo 
6, la presunción de capacidad para 
todas las personas mayores de edad 
en condición de discapacidad; lo cual 
les permite, según el artículo 8, rea-
lizar sus actos y negocios jurídicos 
Mario Andrés Paternina Castillo y Giovanny Fernando Rodríguez Ramírez
34
Revista NUEVA ÉPOCA Nº 55  •  julio-diciembre 2020  •  p. 31-49  •  ISSN: 0124-0013
de manera independiente, y, a la vez, 
rompe con la tradición y el paradigma 
civilista imperante en la legislación 
de Colombia.
El artículo 9 (eiusdem) señala que las 
personas con discapacidad podrán 
contar con apoyos (o salvaguardias) 
en el ejercicio de sus actos y negocios 
jurídicos; pueden ser personas natu-
rales o jurídicas, y, en todo caso, se 
respetarán las decisiones, gustos y 
preferencias del titular del derecho. 
Una de las formas como las perso-
nas que integran este grupo pueden 
acceder a esos apoyos, según la Ley, 
es a través de un proceso ante la ad-
ministración de justicia, denominado 
adjudicación judicial de apoyos, que se 
encuentra regulado en el capítulo V 
de los artículos 32 al 43, y se enmar-
ca dentro de dos procesos: el verbal 
sumario (excepcional, según la Ley) 
y el de jurisdicción voluntaria (depen-
diendo de quién ejerza la acción), 
que deberá promoverse ante el juez 
de familia del domicilio de la persona 
titular del acto, que esté en condición 
de discapacidad.
Sin embargo, el legislador colombiano 
omite el mandato internacional relati-
vo a que esas salvaguardias o apoyos 
que se adjudican a las personas con 
discapacidad se deben realizar en los 
plazos más cortos posibles, como se 
mencionó (ut supra); y, por el contrario, 
no hace ninguna distinción positiva 
a favor de esta comunidad para que 
sean menos extensos los términos 
legales de las actuaciones y actos pro-
cesales en el trámite de la obtención 
del apoyo, sino que mantuvo incólu-
mes los tiempos que la Ley 1564 de 
2012 determina para cualquier acción 
que deba seguir el proceso verbal 
sumario o de jurisdicción voluntaria.
La Ley tampoco tiene en cuenta lo que 
postula el artículo 4 de la Convención, 
sobre la necesidad de hacer ajustes 
razonables; lo cual consiste en modi-
ficar o adaptar las circunstancias que 
generen cargas desproporcionadas a 
los sujetos de derecho protegidos por 
la Convención, y adoptar, para ello, las 
medidas legislativas y administrativas 
pertinentes, en cada caso concreto.
Por este motivo, se analiza cómo esta 
contradicción entre la norma nacional 
y la norma internacional influye en el 
menoscabo del derecho a la igualdad 
de las personas con discapacidad 
que opten por iniciar el trámite de 
su correspondiente apoyo ante la 
jurisdicción ordinaria.
2.1.  La igualdad desde 
diferentes puntos de vista  
del derecho
Desde distintas ópticas desde donde 
puede ser observado el derecho, para 
el problema de la aplicación eficaz de 
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la igualdad como derecho fundamen-
tal y pilar de los estados democráticos, 
las relaciones sociales, políticas y 
económicas, y la inclusión, existen 
variados conceptos que se agrupan 
bajo los siguientes criterios:
a)  Filosofía del derecho. Se tiene en 
cuenta el criterio de la construcción 
de nociones jurídicas a partir de 
las consideraciones iusfilosóficas 
y políticas; se racionaliza y critica 
en su totalidad el fenómeno del 
derecho de la igualdad, y se asu-
men posturas con respecto a lo que 
no debe ser y cómo no se deben 
construir sus saberes jurídicos.
Los autores concuerdan en que la 
justicia, en todas sus dimensiones, es 
el escenario que necesita la igualdad 
para su puesta en práctica y aplicación 
en la sociedad; y, de la misma manera, 
el reconocimiento del ser como fin en 
sí mismo. Sin embargo, rompiendo con 
las cuestiones en común, se observa 
que Sen (1979) habla de una igualdad 
como moralidad, mediante la idea de 
la igualdad de capacidades básicas 
y, en general, el uso de estas como 
una dimensión moralmente relevante 
que conduce más allá de la utilidad y 
los bienes primarios; lo cual tiene un 
componente de una visión iusnatu-
ralista del derecho.
Por su parte, Álvarez (2005) propone 
un acercamiento a la igualdad como 
un principio fundante de los Estados 
modernos desde la Revolución Fran-
cesa y su relación con la soberanía y el 
concepto de nacionalidad; la igualdad 
como función homogeneizadora, sin 
tener en cuenta diferencias básicas 
para hacer distinciones justas.
También se halla el criterio de Höffe 
(2007), que realiza una férrea defensa 
de la tesis de que existe un concepto 
universal sobre la justicia, a pesar 
de las diversidades socioculturales 
existentes en el mundo. Esta noción 
se sustenta en el principio y concepto 
de la igualdad con el propósito de 
establecer un nuevo orden mundial 
desde lo jurídico y democrático, que 
garantice la administración de la justi-
cia intra e inter-Estados. “La igualdad 
no comienza con las pretensiones 
arbitrarias sobre los demás, sino con 
una exigencia a sí mismo”, afirma.
Igualmente, Ribotta (2010) analiza 
la teoría de la igualdad de Norberto 
Bobbio, de la igualdad como un valor 
que irradia todo el aspecto social, y no 
sólo el escenario político; por lo cual 
esta debe consagrarse universalmen-
te. Asimismo, según Durango (2011), 
las demandas sociales de justicia 
marcan una relación insoslayable e 
inherente entre la igualdad, la equi-
dad y la imparcialidad, que genera 
la búsqueda inmanente de paridad 
y ecuanimidad de las comunidades y 
sujetos excluidos del contrato social. 
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Se señala, entonces, a las instituciones 
de carácter social y la manera como 
estas ejercen los mecanismos con-
cretos para contrarrestar, en mayor o 
menor medida, la desigualdad social.
La teorización de la justicia en los 
Estados democráticos debe tratar 
temas como las desigualdades socia-
les, la exclusión social, los derechos 
fundamentales de las minorías, la 
impunidad, el enfoque de género, 
etc.; todo ello, sin duda, también se 
relaciona con las personas en con-
dición de discapacidad.
Más recientemente, Urbano (2014) 
ha expresado que la igualdad debe 
ser un principio orientador de toda 
conducta humana.
Estas posturas resultan muchas veces 
utópicas, por su contenido, y su con-
sumación se recalza de fetichismo.
b)  Teoría jurídica. En Nogueira Al-
calá (2006), se infiere que todo 
trato diferenciador debe estar 
objetivamente justificado por el 
legislador. En este sentido, Díaz 
(2012) considera que la igualdad 
ante la Ley constituye un mandato 
al legislador, quien tiene la obli-
gación de indicar objetivamente 
en qué casos la Ley da un trato 
igualitario, y en qué casos, un 
trato diferenciado.
No obstante, otros autores amplifi-
can este objeto jurídico y le dan un 
alcance más integral, como Petzold 
(2010), Díaz (2012) y Ramírez (2013), 
quienes confluyen en la esenciali-
dad del derecho a la igualdad para 
las sociedades democráticas, y se 
mantienen en la línea de debate so-
bre el tema de la triple dimensión de 
este postulado jurídico, al considerar 
que la igualdad ante la Ley tiene tres 
dimensiones: como derecho, como 
valor y como principio, en la medida 
en que aquella debe ser, más que un 
mandato, un principio orientador y 
rector de todas las instituciones y 
prácticas jurídicas de un Estado.
c)  Derecho y sociedad. Visiones de 
la igualdad desde un plano social 
y comunitario, y soluciones a los 
problemas de desigualdad desde 
la visibilidad de las oportunida-
des universales y las acciones 
afirmativas. Se evidencia cómo, 
indiscutiblemente, los fenómenos 
sociales influyen en el ámbito ju-
rídico, orientado a la producción 
de normas que se ajusten a las di-
námicas y fenómenos, y que sean 
consecuentes con las realidades 
de una comunidad. De acuerdo 
con lo anterior, algunos autores, 
como Cabra (2004), consideran 
que la sociedad juega un papel 
importante para que las personas 
en condiciones de discapacidad 
alcancen la igualdad ante la Ley, en 
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la medida en que estas personas 
deben ser visibilizadas, y no dis-
criminadas por el conglomerado 
social, que desempeña un papel 
principal, y no secundario.
Por otro lado, autores como Stang 
Alva (2011), han puesto en evidencia 
que algunas organizaciones sociales 
han exhortado a los países latinoa-
mericanos a promover prácticas más 
igualitarias para las personas con dis-
capacidad. Estos mandatos sociales 
influencian positivamente las accio-
nes afirmativas de los Estados para 
promover leyes que, efectivamente, 
consagren el trato igualitario en los 
ordenamientos jurídicos.
Si bien los dos autores promueven 
medidas igualitarias desde un ámbito 
estatal y otro social, cabe pensar que 
su propuesta se queda corta, en la 
medida en que ninguno de ellos se 
atreve a sugerir políticas o normas 
jurídicas concretas; sólo se limitan a 
observar realidades sociales y pre-
sentar un panorama general.
d)  Teoría constitucional. Conceptua-
lizaciones sobre la diversidad de la 
igualdad, las diferencias naturales 
y su inclusión y reconocimiento en 
los ordenamientos superiores. Se 
toma en consideración el criterio 
del análisis jurídico-reflexivo que 
se realiza con respecto a los prin-
cipios constitucionales y, a partir 
de allí, cómo hacer una correcta 
hermenéutica constitucional para 
salvaguardar la eficiencia de la 
norma protectora del bien jurí-
dico de la igualdad y las nuevas 
tendencias de aquella; se hallan, 
así mismo, nuevas formas de com-
prender el alcance, la aplicabilidad 
y la noción del principio, el derecho 
y valor constitucional de la igual-
dad. No obstante, hay enfoques 
como el constitucionalismo de la 
diferencia, presentado por Criado 
(2011), que contiene la propuesta 
de cambiar los conceptos dialéc-
ticos y semánticos tradicionales 
sobre la igualdad, y asemejarla al 
concepto de la diferencia desde 
un plano constitucional.
De igual forma, en este grupo se 
halla una óptica que promueve la 
multiplicidad de nociones del con-
cepto del derecho a la igualdad en el 
plano constitucional; así, Díaz (2015) 
asume que es imperativo construir 
las demandas de igualdad, de modo 
que se identifique el tipo de igualdad 
que asumen, y analizar los posibles 
conflictos con otras nociones de igual-
dad recogidas por el sistema consti-
tucional. En otras palabras, se trata 
de unificar el concepto de igualdad 
y el requerimiento de un tratamiento 
diferenciado que tenga en cuenta 
las circunstancias específicas de los 
destinatarios de la norma.
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Al respecto, Acuña (2009) sostiene 
lo siguiente:
La igualdad ante la Ley no signifi-
ca que, en cualquier circunstancia, 
todos tengamos los mismos de-
rechos. El ordenamiento jurídico 
concede legítimamente ciertas 
ventajas a quienes se encuentran 
en situaciones que así lo ameri-
tan; lo que implica el principio 
de igualdad ante la Ley es que 
a personas en igualdad de cir-
cunstancias se les aplique la Ley 
equitativamente, sin privilegios 
ni discriminaciones.
Lo anterior se encuentra estrecha-
mente relacionado con los ajustes 
razonables a los que se refieren los 
derechos humanos con respecto a per-
sonas con alguna discapacidad, así 
como con el tema de los plazos más 
cortos para proporcionar los apoyos 
o salvaguardias para el ejercicio de 
su capacidad jurídica.
e)  Derecho internacional público 
y derecho comparado. Se pro-
ponen actos de independencia 
de las personas desiguales física 
y mentalmente, y la puesta en 
marcha de las ciudadanías activas 
de los disminuidos psicofísicos a 
través de acciones positivas (Chi-
le), acomodos o ajustes razonables 
(convencionalismo) y actos de 
autoprotección (Argentina). Se 
observa que los ajustes razona-
bles y las acciones afirmativas, 
desde el ámbito político, jurídico, 
económico, social y cultural, son 
el tipo de solución práctica que 
ofrece el convencionalismo de 
los derechos humanos a las per-
sonas con discapacidad para que 
la igualdad sea real y efectiva; y 
no simplemente formal y estática.
Cada país intenta adecuar dentro de 
su ordenamiento jurídico las normas 
imperativas de los acuerdos multila-
terales entre Estados. Deop-Madina-
beitia (2000) pone de manifiesto el 
salto en materia de derechos humanos 
en el sistema de protección europeo, 
con la aprobación del Protocolo n. ° 12:
(…) se puso fin a un grave déficit 
relativo al principio de igualdad, 
pues el CEDH, a diferencia de otros 
instrumentos internacionales, no 
reconocía el derecho a la igualdad 
ante la Ley, o a una igual protec-
ción por parte de la Ley, sino que, 
simplemente, prohibía la discrimi-
nación en el ejercicio de los dere-
chos reconocidos en el Convenio 
(art. 14) y reconoce la igualdad de 
derechos de los cónyuges (art. 5 
del Protocolo n. ° 7).
En Facio (2009), se puede hallar una 
perspectiva de género en relación con 
la puesta en marcha de estrategias 
positivas para la efectividad del de-
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recho a la igualdad entre hombres y 
mujeres en todos los ámbitos.
Por otra parte, Cuenca (2014) expresa 
lo siguiente:
La capacidad jurídica debe ser 
considerada también como una 
cuestión de derechos humanos 
y, consecuentemente, debe ocu-
par un lugar de primer orden en 
una reforma integral orientada a 
lograr la igualdad de derechos de 
las personas con discapacidad, en 
cumplimiento del propósito de este 
instrumento internacional.
En cuanto a los ajustes razonables 
que traza la Convención Universal 
de Derechos de Personas con Dis-
capacidad, como instrumento para 
la adecuación política y jurídica, en 
favor de personas en condición de 
discapacidad, para el disfrute pleno 
de sus derechos en condiciones de 
igualdad y dignidad, Bolaños (2015) 
y Finsterbusch (2016) plantean un 
acercamiento, desde el derecho inter-
nacional, a las soluciones en materia 
de desigualdad, a partir de los ajustes 
y su aplicación en los Estados.
En este sentido, algunos referentes, 
como Roncero (2014), resaltan cómo 
la normativa de Alemania promueve 
prácticas diferenciadoras y acciones 
positivas para garantizar la igualdad 
de sectores que se consideran histó-
ricamente excluidos; como es el caso 
de las personas con discapacidad. 
Así mismo, Latorre (2017) destaca 
cómo la jurisdicción chilena promueve 
acciones, como el test de proporcio-
nalidad, para garantizar los derechos 
mediante fórmulas igualitarias que se 
fundamenten en la proporcionalidad 
y la racionalidad.
Finalmente, se observa, en Bariffi 
(2016), la necesidad de promulgar 
una norma universalmente válida 
para la aplicación global del derecho 
humano a la igualdad. En Alemany 
(2018) y Estrada (2019) se hallan 
conceptos sobre la igualdad como 
piedra angular de los Estados cons-
titucionales de derecho y del con-
vencionalismo; y, como tal, debe ser 
salvaguardada por el Estado a través 
de acciones legislativas, judiciales y 
ejecutivas, consecuentes con ella, y 
mediante mecanismos de inclusión, 
no discriminación, ciudadanía activa, 
independencia y autonomía de la 
voluntad.
2.2. La igualdad y su influencia 
en los términos del 
proceso de adjudicación 
judicial de apoyos
La igualdad, como concepto fundante 
de los Estados demoliberales moder-
nos, es un derrotero que no debe ob-
viarse en la creación,  interpretación, 
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aplicación y ejecución de normas 
jurídicas por parte de los órganos 
primarios que ejercen el poder públi-
co. Sus manifestaciones ponen en un 
plano ecuánime a los ciudadanos, en el 
ejercicio de sus derechos y libertades, 
sin que haya distinción de ninguna 
naturaleza, a menos que sea justifi-
cada debido a ciertas circunstancias.
Actualmente, la igualdad ha tras-
cendido de lo formal a lo material, y 
ha recurrido para ello a mecanismos 
político-jurídicos efectivos que la 
garanticen con adecuaciones norma-
tivas de favorecimiento; del mismo 
modo, propicia, en la práctica, que 
grupos de personas marginadas y 
excluidas históricamente alcancen 
el mismo estatus de ciudadano que 
el resto que ha vivido en condiciones 
normales, en el ejercicio pleno de su 
ciudadanía.
Sin duda, así mismo debe aplicarse la 
igualdad en el momento de establecer 
instituciones procesales como los 
términos, entendidos como el mo-
mento u oportunidad en el tiempo, 
con que cuentan el juez, las partes, los 
terceros y los auxiliares de la justicia 
para ejercer los actos o actuaciones 
procedimentales de un determinado 
proceso, y alcanzar un criterio dife-
renciador positivo en relación con 
quienes deben obtener algún tipo 
de privilegio justificado y racional.
Se considera, entonces, de acuerdo 
con lo anterior, que las personas con 
discapacidad, dada su especial condi-
ción, deben gozar, en el ejercicio de su 
capacidad jurídica, de adecuaciones en 
lo concerniente a la reducción de los 
términos legales o plazos procesales 
para que, de este modo, se definan sus 
situaciones jurídicas de manera más 
célere, teniendo en cuenta la dimensión 
trascendental de que goza el ejercicio 
de la capacidad con independencia, y 
su relación con la igualdad.
En este sentido, la Convención sobre 
Derechos de Personas con Disca-
pacidad comprende un contenido 
referente al derecho y principio de la 
igualdad que irradia toda la norma; de 
manera puntual, señala, en su artículo 
12, numeral 4, que, para el ejercicio 
de la capacidad jurídica de este gru-
po de personas, se brindarán unos 
apoyos o salvaguardias, como se ha 
mencionado, y que estas se aplicarán 
en los plazos más cortos posibles. Por 
otra parte, la Constitución Política 
de Colombia, concretamente en su 
artículo 13, determina que, para que 
la igualdad sea real y efectiva a favor 
de grupos de especial protección para 
el Estado, se adoptarán todas las 
medidas de protección competentes 
e idóneas.
En ese orden de ideas, la Ley 1996 de 
2019 desarrolla los dos mandatos su-
periores y conceptos sustanciales de 
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igualdad, al brindarles la presunción 
de capacidad jurídica y de indepen-
dencia de actos legales a las personas 
mayores con discapacidad; no obstan-
te, al señalar los términos procesales 
en que se aplicarán o adjudicarán 
los apoyos en sede judicial, omitió el 
mandato internacional proferido por 
la Convención y, asimismo, lo que se 
extrae de la Constitución con respecto 
a que los plazos en que se realice la 
adjudicación de los apoyos serán lo 
más corto posibles.
Luego de la expedición de la norma 
mencionada, la Corte Constitucional 
y la Corte Suprema de Justicia, en 
su Sala de Casación Civil, hicieron 
los primeros pronunciamientos en 
relación con esta novedad legal, que, 
indudablemente, representa un cam-
bio sustancial importante y un salto 
hacia el reconocimiento y garantía 
de los derechos humanos de todas 
las personas, sin distinción. La Corte 
Constitucional (2019) señala, como 
una subregla de derecho, que se pro-
híbe cualquier circunstancia, medida 
o procedimiento, por parte del Estado, 
que limite la capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad.
Además, el máximo tribunal constitu-
cional afirma que cualquier pronun-
ciamiento o interpretación contraria 
que limite la capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad, y su igual-
dad ante la Ley, estarán prohibidos; 
asimismo, se obliga a los operadores 
jurídicos a ponerse en sintonía con las 
novedades normativas, sin descono-
cer la aplicación de principios legales, 
como la igualdad ante la Ley. Vale 
la pena aclarar que, a pesar de todo 
el contenido sustancial, no se hizo 
un señalamiento con respecto a la 
igualdad en los términos procesales.
Por su parte, la Corte Suprema de 
Justicia (2019) da a conocer los pri-
meros fundamentos jurídicos que 
motivaron la expedición de la norma 
de adjudicación de apoyos, considera-
da como el medio idóneo para lograr 
la igualdad ante la Ley; para lo cual 
se permite la aplicación de la norma, 
sin ninguna crítica a los términos 
procesales, y se prohíbe la aplicación 
de normas derogadas o contrarias a 
la Ley 1996 de 2019, y a los principios 
de igualdad y capacidad.
De todo lo anterior se extrae que 
la tensión existente en la Ley 1996 
de 2019, con respecto al proceso de 
adjudicación judicial de apoyos en 
el ámbito de los términos procesa-
les, a la luz de la Convención sobre 
Derechos de Personas con Discapa-
cidad, en su correspondencia con la 
igualdad, es de eficacia, o sea, entre 
la institucionalización política y los 
procesos legales; una controversia 
entre el contenido de la norma y el 
procedimiento establecido para su 
materialización.
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En ese orden de ideas, se evidencia 
que el fin perseguido por la Ley 1996 
de 2019 es constitucional y conven-
cionalmente válido; la norma desa-
rrolla muchos conceptos materiales 
de la Convención sobre Derecho de 
Personas con Discapacidad, lo cual se 
reconoce como un avance desde un 
contexto jurídico sustancial.
Sin embargo, en cuanto a los términos 
procesales que consagra la norma, 
cabe pensar que son perjudiciales y 
contrarios al principio de igualdad, y 
también a la Convención, en la medi-
da en que este proceso se asemeja a 
otros de corte común, ejercidos por 
personas comunes, como los verbales 
sumarios y los de jurisdicción volunta-
ria; lo cual se considera impertinente, 
dado que la adjudicación de apoyos 
no es un proceso como cualquier 
otro, sino que tiene una relevancia 
jurídica y social invaluable, porque 
busca garantizar la efectividad de los 
derechos y la plena capacidad legal 
de las personas con discapacidad, 
que son sujetos de especial protec-
ción global. Por ello, la influencia de 
los términos procesales es positiva, 
siempre y cuando corresponda al 
principio de igualdad, en los términos 
en que aquí se ha evidenciado.
El hecho de no tener en cuenta este 
valor jurídico supremo puede ge-
nerar escenarios problemáticos o 
negativos, debido a que los términos 
procesales contenidos en el proceso 
de adjudicación de apoyos, a la luz 
de la Convención sobre Derechos de 
Personas con Discapacidad, no son 
idóneos ni los más cortos posibles.
El tema de los plazos más cortos para 
la adjudicación es una cuestión, sin 
duda, objetiva y para nada caprichosa, 
de fuerte contenido humanístico, y de 
respeto por el derecho fundamental 
del tiempo de este grupo histórica-
mente marginado, que requiere, de la 
manera más ágil, expedita y eficaz, 
que se le asigne los apoyos o salva-
guardias para ejercer plenamente 
sus derechos, sin limitaciones y en 
igualdad con los demás, cuando opte 
por el proceso referido, como medio 
para obtener esos apoyos.
Por ello, en el terreno procesal, una 
tardanza injustificada, en este senti-
do, afecta directamente los derechos 
más preciados por el Estado Social 
de Derecho.
3.  Conclusiones
Si bien la Ley 1996 de 2019 busca y 
proyecta un fin plausible, cual es el 
de otorgarles capacidad jurídica plena 
a las personas mayores de edad con 
discapacidad, a través de apoyos en 
sus actos y negocios independien-
tes, el proceso judicial donde ello se 
desarrolla desconoció el principio de 
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igualdad, en cuanto a la manera como 
ha sido definido en sus elementos de 
establecer condiciones y proteccio-
nes similares para cada uno de los 
miembros de la sociedad.
La Ley, al no establecer ninguna dife-
renciación con respecto a los términos 
legales del proceso de adjudicación 
judicial de apoyos, como una de las for-
mas de acceso a las salvaguardias que 
brindan la Ley y la Convención sobre 
Derechos de Personas con Discapaci-
dad, dejó en un estado de indefensión 
relativo a este grupo social, puesto 
que, para el ejercicio de sus derechos 
en igualdad de condiciones, deben 
transitar por términos muy extensos 
para sus particularidades.
Así mismo, hay una contradicción 
entre la Convención sobre Derechos 
de Personas con Discapacidad y la 
mencionada Ley, debido a que la nor-
ma internacional consagra que esos 
apoyos deben ser proporcionados en 
los plazos más cortos posibles y la 
norma no atiende a este precepto, que 
está incluido en el bloque de consti-
tucionalidad y, por tanto, tiene fuerza 
vinculante en el ordenamiento jurídico 
colombiano, como se ha mencionado; 
de este modo, es contraria a sus propios 
principios en lo relativo a la celeridad, 
establecida en su artículo 4, numeral 7.
No se estima, por ende, que, en el 
proceso verbal sumario y de juris-
dicción voluntaria, para acceder a 
los apoyos, se tomen los plazos más 
cortos que se puedan establecer en el 
ámbito jurídico-procesal colombiano, 
teniendo en cuenta que, en algunos 
procesos o procedimientos, existen 
plazos legales menos extensos, como 
en el caso del proceso de expropiación 
regulado por la Ley 1564 de 2012, o 
la acción de tutela regulada por el 
Decreto 2591 de 1991.
La duración razonable de los pro-
cesos, que se predica tanto nacional 
como internacionalmente, debería 
aplicarse con más rigor a este tipo de 
casos, dado que, mientras se realiza 
el proceso, que, según las circuns-
tancias actuales del sistema judicial 
colombiano, podría tardarse más de 
lo esperado, se dejaría en una espe-
cie de limbo jurídico a la persona con 
discapacidad.
En ese orden de ideas, se determinó, 
luego de un análisis, que la influen-
cia de los términos procesales para 
darle operatividad a la igualdad en 
el proceso de adjudicación judicial 
de apoyos, a la luz de la Convención 
sobre Derechos de Personas con Dis-
capacidad, es favorable, por cuanto, 
al otorgarle a este grupo poblacional 
un cierto privilegio procesal refe-
rente a los términos de los actos y 
actuaciones, no se está maltratando 
la igualdad, sino engrandeciéndola, al 
tratar desigualmente a las personas 
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en condición de desigualdad, pero de 
manera positiva, para que estas, de 
alguna forma, logren la satisfacción 
de sus derechos como cualquier otra 
persona en condiciones normales 
lo haría.
La no adecuación a la igualdad ge-
nera, por tanto, que las condiciones 
negativas en las cuales se hallan las 
personas con discapacidad se extien-
dan en el tiempo y en el espacio de la 
incertidumbre; puesto que, en el lapso 
que transcurre entre la interposición 
de la demanda y la adjudicación del 
apoyo, la persona que lo solicita no 
podría realizar ninguna acción de-
bidamente guiada con su existencia 
jurídica, que provenga de su voluntad. 
Esto repercute directamente en sus 
relaciones sociales e, incluso, afecti-
vas, y se vulneran así los derechos y 
principios más preciados por el Estado 
Social. El ejercicio de sus derechos es, 
a todas luces, una carrera contra el 
tiempo para quienes deciden optar por 
la vía judicial para acceder al apoyo.
La igualdad en los procesos judiciales, 
así como en toda manifestación jurídi-
ca, juega un papel fundamental como 
criterio de aplicación, actuación, inter-
pretación, ejecución y argumentación, 
que indica a los sujetos de derecho, y 
a los órganos primarios que poseen 
el monopolio normativo, que deben 
regirse según unos núcleos funda-
mentales basados en la no distinción, 
no discriminación, no arbitrariedad, 
trato símil en condiciones símiles, y 
trato disímil en condiciones disímiles.
Por ello, cuando un sujeto de especial 
protección estatal (o universal) es 
tratado desigualmente, pero de ma-
nera positiva para que, en virtud de 
ese otorgamiento de privilegios sobre 
los demás, adquiera la igualdad en 
condiciones normales como el común 
denominador del orden social, se está 
manifestando, de manera clara, la 
igualdad material, que es la loable 
complementación de la igualdad for-
mal. En ese orden ideas, generar unos 
términos procesales más benignos 
y prelativos para las personas en 
condición de discapacidad es una 
manifestación de la igualdad como 
mandato optimizador.
La igualdad tiene una necesidad in-
trínseca en la aplicación y creación 
de normas jurídicas, dado que es un 
concepto de orden natural que no 
hace ninguna distinción entre los 
hombres y las mujeres, y los sitúa 
en el mismo plano de ejercicio de 
acciones, derechos, libertades y de-
más interacciones antrópicas. Sin 
embargo, más allá de ello, el derecho 
ha logrado que, con la racionalidad 
aplicada a la reflexión jurídica, se 
creen ficciones que logren que las 
diferencias innatas entre los hombres 
se suplan con otorgamiento de tratos 
diferentes positivos, a favor de gru-
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pos en condiciones desiguales para 
lograr, al menos de forma parcial, el 
emparejamiento.
Para contrarrestar las problemáticas 
expuestas, y darle operatividad a la 
igualdad, se propone una reforma 
legislativa de la Ley 1996 de 2019. 
Lo que se plantea es modificar los 
acápites que hagan referencia a los 
términos procesales del proceso de 
adjudicación de apoyos; la reforma 
consistiría en cambiar los términos 
procesales de la norma, reduciéndo-
los a unos términos más expeditos, 
céleres e improrrogables, y cuya in-
observancia sea sancionada para ga-
rantizar la efectividad de los derechos 
de las personas con discapacidad en 
el ámbito jurisdiccional.
También se propone a las autorida-
des competentes expedir una norma 
que contenga una política pública de 
orden nacional, que involucre a la 
Rama Judicial, y que conduzca a los 
jueces de la República, como un deber 
procesal, a priorizar en el ejercicio de 
sus funciones los procesos judiciales 
relativos a la adjudicación de apoyos, 
sin perjuicio de intereses superiores 
debidamente ponderados.
Vale la pena considerar que, con estas 
alternativas, se puede avanzar hacia 
la igualdad real material ante la Ley, 
de los sujetos de derecho menos fa-
vorecidos debido a su condición, aún 
más teniendo en cuenta que la Ley 
todavía no entra en vigor; por lo cual 
es sumamente oportuno realizar las 
adecuaciones necesarias en relación 
con los postulados de la Convención 
sobre Derechos de Personas con Dis-
capacidad, en lo concerniente a la 
igualdad.
Finalmente, a falta de algún requi-
sito en las anteriores propuestas, se 
hace una invitación a los operadores 
judiciales para que, con base en los 
artículos 4, 93 y 94 de la Constitu-
ción Política colombiana, apliquen y 
ejerciten la excepción de inconstitu-
cionalidad o de inconvencionalidad, 
fundamentada en los planteamientos 
del Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos, para apartarse racio-
nalmente de los términos procesales 
de la adjudicación de apoyos y hacer 
los ajustes razonables necesarios 
para darle prevalencia en el trámite 
de su proceso a las personas con 
discapacidad.
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